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1. La Corte Internacional de Justicia, un tribunal planetario. 

La Corte Internacional de Justicia, órgano judicial principal de las Naciones Unidas, con su heterogénea composición, relaciona sistemas jurídicos diversos y culturas diferentes. Esta multifacética formación de sus jueces, los obliga a comunicarse en un lenguaje común, forjado a base de los grandes principios que han inspirado sus sistemas nacionales, aceptados a su vez por el Derecho Internacional, como idioma universal que trasciende las diferentes lenguas, culturas, razas y religiones.

La CIJ no es un tribunal de derechos humanos, desde que los particulares no pueden acudir a ella en reclamo contra su Estado por violaciones de sus derechos por más graves que fueran, ya que solamente conoce de los litigios entre Estados (Carta, art. 92 y art. 34 Estatuto de la CIJ).

Sin embargo varios asuntos debatidos entre Estados, que   involucran la vida y el bienestar de una enorme cantidad de hombres y mujeres, han relacionado vastas áreas de nuestro planeta, pasando la Corte a tener alcance auténticamente planetario. (Shabtai Rosenne, El Derecho y la práctica de la Corte Internacional, 1997). 

2. Del reconocimiento de la existencia de ciertos principios fundantes del ordenamiento jurídico internacional hacia la obligatoriedad de ciertas conductas internacionales

Para la CIJ existen ciertas normas y principios, de jerarquía superior incluso al derecho internacional que son fuente de obligaciones para los estados, porque su inobservancia compromete la existencia del ser humano (CIJ, Barcelona Traction, Bélgica vs. España).

La jurisprudencia de la CIJ evolucionó desde el mero reconocimiento de la existencia y la obligatoriedad de ciertos principios fundantes del ordenamiento jurídico internacional, hasta llegar a admitir la existencia de deberes concretos a cumplir por los Estados en determinadas circunstancias. 

Dentro de estos  deberes se halla la obligación de declarar ilegales los actos de agresión y de genocidio. 

Este iter evolutivo para llegar a afirmar que los Estados deben cumplir ciertos deberes al margen de las convenciones que hubiera suscripto, se jalona con varios hitos, que paso a señalar. 

3. Hitos de la evolución: 

a. Reservas a la Convención de Genocidio (1951)

La CIJ es consultada sobre las reservas que los Estados pueden efectuar a la Convención sobre la Prevención y Represión del delito de Genocidio aprobada por la Asamblea General en su Resol. 260 (III), del 9 diciembre de 1948, que tiene por objeto prohibir la destrucción de grupos humanos. 

La Corte declara en su Opinión Consultiva que “…Los principios que informan su contenido son reconocidos por las naciones civilizadas como obligatorios aún sin vínculo convencional alguno  lo cual da a esta convención la mayor universalidad posible”. La libertad de efectuar reservas y de objetarlas quedó limitada por el objeto y propósitos de la Convención, siendo inaceptables cuando resultan incompatibles con dicho objeto y fines. 

La CIJ admite que ciertos Tribunales Internacionales o Regionales, pueden rever las reservas hechas por los Estados a convenios sobre derechos humanos.  

b. Namibia. 

La CIJ  da un paso más en esta evolución en pos de la entronización del núcleo protectorio de los derechos inherentes de la persona humana, en el asunto “Namibia”. 

El gobierno racista de Sudáfrica, continuaba con la ocupación de Namibia (Ex Sudoeste Alemán), a pesar de la resolución 276 del CS ONU que pedía su cese. 

El CS elevó una Opinión Consultiva a la CIJ, para que se expidiera sobre el asunto.

La CIJ resolvió que “… las distinciones, exclusiones, restricciones y limitaciones basadas exclusivamente en motivos de raza, color, ascendencia y origen nacional o étnico, que son una negación de los derechos humanos fundamentales, constituye una flagrante violación de los propósitos y principios de la Carta”.

Esos “derechos e intereses” eran la libertad, la dignidad y la no-discriminación por motivos de raza o color de la mayoría negra de la población del ex sudoeste alemán a manos de la minoría blanca de África del Sur cuyo mandato había sido dado por la Sociedad de las Naciones “como misión sagrada de civilización” para llevar a estos pueblos  al bienestar y el desarrollo. 

Más allá de la no-obligatoriedad de las Opiniones Consultivas, es innegable que reflejan la conciencia jurídica de la humanidad en el momento de su emisión y pueden significar un valioso aporte  para el progreso del derecho internacional. 

Se trataría de obligaciones extraídas del “jus cogens” (Miaja de la Muela). 

c. Caso de las Actividades Militares y Paramilitares en y contra Nicaragua (1984)

Nicaragua demandó ante la CIJ a EE UU por el minado de sus aguas, atentados, apoyo militar y financiero a grupos armados que luchaban contra el gobierno constituido en Nicaragua.

El Tribunal requirió de los EE UU que cesara inmediatamente y se abstuviera de cualquier acto que restringiera el acceso a los puertos de Nicaragua y en particular, en la colocación de minas en las aguas nicaragüenses (medida provisional del 10-5-1984).

La protección de la vida y la libertad de las personas estaban en juego, y el daño grave, serio e irreparable a estos derechos, fue el fundamento de la Ordenanza dictada por la Corte. 

d. Ensayos Nucleares (1973)

Los ensayos nucleares llevados a cabo por Francia en el Pacífico (1973/4), determinaron a Australia, Nueva Zelanda y otros Estados a presentarse ante el tribunal de La Haya, reclamando el cese inmediato de estas pruebas. 

La CIJ ordenó a Francia que hallándose pendiente la decisión final, debía de evitar ensayos nucleares que provocaran lluvia radioactiva sobre el territorio de estos dos Estados (medidas provisionales del 22 de junio de 1973). 

Y frente a los anuncios públicos de Francia de que no habría más ensayos, la Corte decidió que se había logrado el objetivo de la demanda tornando innecesario otro pronunciamiento del tribunal (fallo del 20-12-1974, Ensayos Nucleares, Australia c. Francia y Nueva Zelanda c. Francia).  

Interesa para este estudio, destacar la jerarquía  que le reconoce la CIJ a los derechos humanos esenciales, de verdaderos “principios” fundantes del orden jurídico. 

4. El caso Bosnia-Herzegovina vs. R. F. de Yugoslavia –CIJ (2007).

 El genocidio serbio. 

Antecedentes del conflicto. El genocidio en el territorio de Bosnia-Herzegovina por fuerzas serbias. 

Los conflictos en el territorio de la federación creada por Tito luego de la II Guerra Mundial( la Ex República de Yugoslavia), iniciados con la declaración de independencia de Croacia y Eslovenia el 25-6-1991, se agravaron cuando los ciudadanos de Bosnia-Herzegovina expresaron su voluntad secesionista de la Federación en el referéndum de 1992. Militares bosnios pero étnicamente serbios, se rebelaron contra esta decisión popular y, alentados por el gobierno federal yugoslavo de S. Milosevic, proclamaron la independencia de una Bosnia Herzegovina Serbia, la República SRPSKA, sobre parte del territorio de la República de Bosnia. 

Los militares bosnios-serbios y grupos paramilitares llevaron a cabo una “limpieza étnica”, a través de crímenes, torturas, violaciones, que constituyeron en algunos casos crímenes de guerra y de lesa humanidad, y en otros, genocidio, entre 1992 y 1995. 

Los principales responsables de estos crímenes fueron el presidente de esta efímera república y el jefe de su ejército Ratko Mladic, ambos entregados para su juzgamiento por el TPIY en 2011. 

El caso judicial ante la CIJ.

En 1993, la República de Bosnia-Herzegovina demandó a la República Federal de Yugoslavia (RFY), imputando a este último Estado la violación de sus obligaciones emanadas de la Convención para la Prevención y Sanción del delito de Genocidio de 1948 (CG) durante la desintegración de la ex Yugoslavia, en especial por la comisión del delito de genocidio en contra de la población no-serbia entre 1992 y 1995. El 8 de abril y el 13 de septiembre de 1993, respectivamente, la CIJ dictó ordenanzas a la RFY para que "tomara todas las medidas a su alcance para prevenir la comisión del delito de genocidio" y para que "asegurara que cualesquiera de las organizaciones y personas que puedan estar bajo su influencia no cometan ningún acto de genocidio". 

Afirmada la jurisdicción de la Corte y su competencia sobre el demandado, el caso se prolongó durante catorce años, debido principalmente a los cambios en la personalidad jurídica internacional del demandado y la continuación del conflicto en la región que dificultaba la obtención de pruebas y exámenes in situ. 

La República de Bosnia y Herzegovina imputó a Serbia, en resumen, que a través de sus órganos o entidades bajo su control, ha violado sus obligaciones bajo la Convención para la Prevención y Sanción del delito de Genocidio (CG), destruyendo intencionalmente, en parte, al grupo nacional, étnico o religioso de los no-serbios, mediante la matanzas, lesión grave de la integridad física o mental, sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial, medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo y subsidiariamente por complicidad en genocidio; encubrimiento y complicidad con individuos, grupos y entidades implicados en actos de genocidio; por conspirar para cometer genocidio e incitar a cometer genocidio; por haber fallado en la prevención de genocidio; por haber fallado y seguir fallando en la sanción de actos de genocidio y otros actos prohibidos por la CG, y por haber fallado y seguir fallando en el traslado de individuos acusados de genocidio y otros actos prohibidos por la CG al Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia y por no cooperar completamente con este Tribunal.

Agregó Bosnia- Herzegovina que estas violaciones al derecho internacional constituyen actos ilícitos atribuibles a Serbia y Montenegro, los cuales acarrean su responsabilidad internacional, y, de acuerdo con esto: a) Que Serbia y Montenegro debe tomar inmediatamente medidas efectivas para asegurar el total cumplimiento de su obligación de sancionar actos de genocidio bajo la CG o cualquier otro acto prohibido por la CG y trasladar a las personas acusadas de genocidio o cualquier otro acto prohibido por la CG al Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia y cooperar completamente con este Tribunal. b) Que Serbia y Montenegro debe reparar las consecuencias de sus actos internacionalmente ilícitos, pagando  los daños personales y materiales causados.  

Además, que por no haber dado cumplimiento a las órdenes de medidas provisionales dictadas por la Corte el 8 de abril de 1993 y el 13 de septiembre de 1993 Serbia, y Montenegro debe proporcionar una compensación simbólica.

La sentencia de la CIJ del 26 de febrero de 2007

En su fallo final la CIJ se expidió sobre la  demanda bosnia  por la presunta responsabilidad de  Serbia en la comisión, complicidad y conspiración para cometer actos de genocidio durante el conflicto bélico suscitado tras la desintegración de la RSFY en 1991, principalmente, por las atrocidades cometidas entre 1992 y 1995 en el contexto de la guerra en Bosnia. 

La CIJ separó los delitos atribuidos a Serbia en dos grupos: a) Crímenes de guerra y de lesa humanidad y b) genocidio.

a) Crímenes de guerra y de lesa humanidad: 

La Corte se declaró incompetente para juzgarlos, porque solamente podía actuar por el delito de genocidio y no por los otros delitos internacionales (“crímenes de guerra” y “delitos de lesa humanidad”). 

Al excluir a los crímenes de guerra y de lesa humanidad, la Corte hizo una aplicación estricta del art. IX de la CG en cuanto dispone que “Las controversias entre las Partes contratantes, relativas a la interpretación, aplicación o ejecución de la presente Convención, incluso las relativas a la responsabilidad de un Estado en materia de genocidio o en materia de cualquiera de los otros actos enumerados en el artículo III, serán sometidas a la Corte Internacional de Justicia a petición de una de las Partes en la controversia”. 

La materia podría dar lugar a nuevas acciones por estos crímenes, pero no ante la CIJ, porque no existe acuerdo entre los estados parte de aceptación de la competencia de la Corte para los otros delitos internacionales (de guerra y de lesa humanidad). 

b) Delito de genocidio: 

Admitió la CIJ que en la región bosnia de Sebrenica se había cometido este crimen internacional, porque se había atacado uno de los grupos protegidos en la CG y los actos se habían perpetrado con la intención específica de destruirlo, total o parcialmente. 

El art II de la CG tipifica los grupos que son protegidos de genocidio: “nacional, étnico, racial o religioso”. 

Los musulmanes bosnios exterminados, torturados, violados en Sebrenica, en un  número de 8.000 aproximadamente, constituyen sin duda un “grupo nacional, étnico o religioso”, aprehendido en el citado II CG. 

La Corte de La Haya concuerda con el TPIY en que en Sebrenica se cometió genocidio. 

En el caso "Fiscalía v. Krstić", la Cámara de Apelaciones del TPIY, ubicado en La Haya, reafirmó que la masacre de Srebrenica fue un genocidio.

El presidente del TPIY Theodor Meron declaró que “… al tratar de eliminar a una parte de los bosnios musulmanes, las fuerzas serbio-bosnias cometieron genocidio. Ellas fijaron como objetivo la extinción de cuarenta mil bosnios musulmanes que vivían en Srebrenica, un grupo que era emblemático de los bosnios musulmanes en general. Despojaron a todos los prisioneros musulmanes, tanto militares como civiles, ancianos y jóvenes, de sus posesiones personales e identificación, y los mataron deliberada y metódicamente únicamente sobre la base de su identidad”. 


 Si bien la CIJ admitió el genocidio en Sebrenica, y la autoría de fuerzas militares y paramilitares serbias, no responsabilizó del genocidio al estado Serbio, por no haberse demostrado que los criminales actuaran bajo la dirección y el “control absoluto” del gobierno central serbio. 

De ahí que en su sentencia final, la CIJ fallara que la República de Serbia no ha cometido, conspirado o tenido complicidad a través de sus órganos o personas bajo su responsabilidad en los actos de genocidio alegados por el demandante.

Liberada de los cargos como autor, cómplice o instigador del delito de genocidio, Serbia fue hallada autora de varias violaciones de obligaciones internacionales a su cargo.

Según la CIJ, Serbia ha infringido las siguientes obligaciones internacionales según la convención de genocidio:

1) Violó su obligación de prevenir y sancionar el genocidio cometido en Srebrenica en julio de 1995.

2) Incumplió con su obligación de cooperar con el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia al no trasladar a Ratko Mladic para su procesamiento ante dicha instancia internacional.

3) Violó su obligación de cumplir con las medidas provisionales ordenadas por la propia CIJ el 8 de abril y el 13 de septiembre de 1993.  

No obstante, no estableció ninguna obligación de indemnizar a cargo del Estado responsable. 

 Crítica del fallo

La sentencia de la CIJ en el caso del genocidio en Bosnia, merece algunas observaciones críticas. 

Las objeciones básicas se centran en: 

1) La calificación del delito de genocidio y la identidad del grupo protegido.

2) El test de atribuibilidad de los crímenes al Estado Serbio.

3) La carga de la prueba. 

4) El carácter “declarativo” de la sentencia.

1) La calificación del delito de genocidio y la identidad del grupo protegido.

El concepto estrecho de genocidio, adoptado por la CIJ, limitado a los  actos criminales que enuncia la CG con la intención de destruir física o biológicamente a ciertos grupos humanos protegidos (nacional, étnico, racial o religioso), coincide con el criterio de otros tribunales de justicia internacional.

La CIJ, el Tribunal Penal Internacional para la Ex Yugoslavia, la Corte Penal Internacional, reservan el concepto de “genocidio”  al delito previsto en la Convención sobre Genocidio de 1948. 

En  consonancia, para que las acciones sean juzgadas como genocidio, debe haberse dado la destrucción física o biológica de un grupo protegido y una intención específica para cometer tal destrucción. Se exige la concurrencia de ambos elementos, el acto criminal de genocidio (actus reus) y la intención genocida (mens rea). 

En oposición, tanto la Asamblea General de la ONU, el Congreso de los Estados Unidos como algunos tribunales nacionales y académicos propiciaron una calificación más amplia de genocidio. En el 2005, el Congreso de los Estados Unidos aprobó una resolución que declaraba que "las políticas serbias de agresión y limpieza étnica cuadran con los términos que definen un genocidio”.

En Alemania, se dictaron tres sentencias condenatorias por genocidio, haciendo aplicación de la concepción más amplia de genocidio

Con el criterio amplio, también fue tipificada como genocidio la “limpieza étnica” y  en concreto, la que fue llevada a cabo por elementos del ejército serbio-bosnio entre 1992 y 1994, en el territorio de los Balcanes (fuera de Sebrenica) 

Estimo que estas interpretaciones estrechas de genocidio, favorecen la impunidad de los criminales internacionales. Decir que podrán ser sometidos a proceso ante otros tribunales por los mismos hechos, pero calificados de modo diferente (guerra y lesa humanidad), no satisface las exigencias de la sociedad en reclamo de justicia.

En cuanto a la identidad de los grupos protegidos, la Corte estimó que la demanda bosnia Herzegovina contra Serbia, por las  grandes matanzas, asedio de pueblos, violaciones masivas, tortura, deportación a campos de concentración y centros de detención cometidos fuera del territorio de Sebrenica, no había satisfecho la exigencia del art. II de la CG, en cuanto a la identificación de los grupos atacados.  

En efecto, en la demanda se mencionó a las víctimas como no-serbios, y ello según la Corte no era suficiente para identificar al grupo como “grupo protegido” del art. II CG, excluyendo tales crímenes de su competencia “ratione personae”. 

Considero que había evidencia suficiente para tener por cierto que todo el accionar criminal serbio apuntaba a la población musulmana de Bosnia-Herzegovina en su totalidad, con el fin de exterminarla o destruirla, física o biológicamente, y que hubiera bastado con identificar a las víctimas como musulmanas, para subsumir tales hechos en el tipo del art. II de la CG y responsabilizar al estado de Serbia por tales actos. 

No eran miembros de grupos distintos los de Sebrenica que los de Prijidor, Valle del Drina, Banja Luka, por lo que no había razones para excluir la “limpieza étnica” perpetrada en dichas regiones y ciudades, ni bajo el argumento de la falta de identidad del grupo ni el de falta de prueba de la intención de destrucción total o parcial. 

2) El test de atribuibilidad de los crímenes al Estado Serbio.

Es la primera vez que la CIJ desde su creación en 1946, tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre los alcances de las obligaciones impuestas por la CG a los Estados parte, y el tipo de responsabilidad internacional en que pueden incurrir dichos Estados ante el incumplimiento de sus obligaciones. 

La CIJ analizó la responsabilidad internacional del Estado por la comisión, conspiración y complicidad en relación al delito de genocidio, con su doble obligación de prevenir y sancionar estos actos.

Serbia alegaba en su defensa, que la CG no contemplaba al Estado como sujeto pasible de cometer el delito de genocidio. 

Para la Corte, está claro que la CG se dirige también a los estados, conminándolos a abstenerse de cometer genocidio. 

Ello surge de texto del art.I y del IX de la CG. 

En el art. I se indica que “Las Partes contratantes confirman que el genocidio, ya sea cometido en tiempo de paz o en tiempo de guerra, es un delito de derecho internacional que ellas se comprometen a prevenir y a sancionar”. 

Y en el art. IX, que “Las controversias entre las Partes contratantes, relativas a la interpretación, aplicación o ejecución de la presente Convención, incluso las relativas a la responsabilidad de un Estado en materia de genocidio o en materia de cualquiera de los otros actos enumerados en el artículo III, serán sometidas a la Corte Internacional de Justicia a petición de una de las Partes en la controversia”. 

La obligación de los estados parte de la CG no se limita a legislar sobre genocidio y a juzgar a sus autores, sino que el mismo Estado puede ser imputado de haber cometido este crimen, tal como se plantea en esta demanda. 

Pero para que los crímenes puedan ser atribuidos al Estado, la Corte exige que sean cometidos por sus órganos (de jure)  o por personas o grupos que actúen “como órganos” (de facto). 

Pero en la tarea de calificación de los “órganos de facto”, la CIJ no se conforma con que los grupos militares y paramilitares que cometieron el genocidio en Srebrenica (Bosnia), fueran  serbios, y que hubieran recibido apoyo político, militar y financiero del Estado Serbio. No, la Corte exigió la prueba de que dichas fuerzas actuaron bajo “completa dependencia”, bajo “control efectivo” del gobierno serbio de S. Milosevic.

El Test del control efectivo, o de la “completa dependencia” fue adoptado por la CIJ en el  caso de Nicaragua c. EE UU, por la actividad de los “contras” en territorio nicaragüense. Los delitos no fueron atribuidos a los EE UU, por la inexistencia de ese control absoluto del gobierno norteamericano sobre los “contras”, a pesar de admitir que fueron adiestrados y apoyados en lo político y militar por esta potencia. 

Muy distinta fue la doctrina seguida por el TPIY en “Tadic”, en que fue aceptada la tesis del  “control general” en lugar de la tesis del “control efectivo” de la CIJ. 

La estrechas relaciones del gobierno central serbio con el régimen  de la autoproclamada República Serbia de Bosnia Herzegovina (SRPSKA) fueron confirmadas con el refugio y protección que brindaron al ex presidente  Karadjzic y al jefe militar de la efímera república SRPSKA,  general Mladic (el carnicero de Srebrenica) en territorio serbio. 


Nos parece mucho más justo y acorde con la evolución de la sociedad internacional, el criterio del “control general” adoptado por el TPIY, para responsabilizar a un Estado por los crímenes cometidos por “órganos de facto” en territorio de otros estados. Entrenar, financiar, apoyar, proveer de armas e instigar a grupos armados militares o paramilitares para que cometan genocidio, debe acarrear responsabilidad internacional para el estado cuyo gobierno desplegó tal conducta. 

Exigir el “control absoluto”, el “control efectivo”, la “completa dependencia” de un Estado sobre esos grupos o tropas, como requisito de su responsabilidad, conduce a la impunidad estatal por tales crímenes. Cabe preguntarse si el Estado financiador, entrenador, pertrechador, no pudo proyectar el resultado de su proceder, o es que el genocidio es distinto, con control efectivo que sin él ?. 

3) La tercera objeción. La carga de la prueba. 

En el caso “Bosnia”, la CIJ se valió de la profusa documentación obrante en la causa seguida contra otros criminales por crímenes de guerra y lesa humanidad ante el TPIY (Krstic, Krupeskic), pero sin embargo excluyó valiosos documentos a pedido del gobierno serbio, con el fundamento de que comprometían la seguridad del Estado Serbio.

La CIJ no hizo aplicación de la doctrina “Corfú” para invertir el “onus probando”  en el caso.

Serbia se hallaba en absoluto control de las pruebas (documentos, registros, testigos) que acreditarían los profundos lazos de todo tipo que existieron durante la guerra entre el gobierno serbio y el régimen pro serbio de la SRPSKA, que habrían permitido atribuir los actos genocidas de Srebrenica al Estado serbio.

4) Cuarta objeción. El carácter “declarativo” de la sentencia.

La CIJ se desentiende del grave daño causado a las personas y cosas de la población bosnia y del estado de Bosnia- Herzegovina, resolviendo que la mera declaración de que Serbia había violado sus obligaciones de prevenir y sancionar el delito de genocidio a su cargo según la CG 1948, eran “reparación suficiente”. 

Hubiera sido mucho más razonable y justo, que se impusiera una condena patrimonial al Estado Serbio, que compensara aunque fuera mínimamente por las muertes, violaciones y destrucción cometidas por las fuerzas militares serbio-bosnias (VRS) y para -militares serbios (Scorpions) en el territorio de la República de Bosnia Herzegovina (Srebrenica). 

El mundo islámico ha protestado contra la decisión de la CIJ en el caso del genocidio serbio, considerando que el Tribunal fue demasiado condescendiente con los intereses de occidente, y no parece injustificada la protesta. 

No puede reinar la paz donde reina la injusticia. 

Eduardo Raimundo Hooft 
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�	 Bélgica demandó a España en protección de sus accionistas, por medidas adoptadas por las autoridades españolas en perjuicio de la empresa eléctrica Barcelona La CIJ admite que existen ciertas “obligaciones erga omnes” para los Estados, al margen de cualquier vínculo formal o tratado. La Corte rechazó el reclamo, negándole legitimación a Bélgica a prohijar los derechos de los accionistas, porque la sociedad estaba incorporada en otro Estado (Canadá). In re Barcelona Traction, Light and Power Co. Limited, segunda fase, 5-2-1970, ICJ Reports, (1970).


�	 Opinión Consultiva-Convención sobre la Prevención y Represión del delito de Genocidio- A.Gral. Resol. 260 (III), del 9 diciembre de 1948- Repertorio de Jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia, José García Ghirelli, Víctor P. de Zavalía Editor, 1973-p. 176 y ss.  


�	 Op. Separada de Higgins, Kooijmans, Elaraby,Owada y Simma en el caso “Congo c. Uganda” (2005) sobre la potestad de la CIADH –OC 2-82 y OC 3-83-y de la CEDH, in “Belilos v. Suiza” y “Loyzoudou v. Turquía”.


�	 Consecuencias jurídicas para los Estados de la presencia del África del Sur en Namibia – solicitud de Opinión Consultiva a la CIJ del CS Naciones Unidas, ICJ Reports, 1971, p. 16, al examinar la obligatoriedad de la Res. 276 (1970) del CS que considerara que la continuación de la ocupación de Namibia por el gobierno de Sudáfrica  en desafío de las resoluciones de las Naciones Unidas y de la Carta tiene graves consecuencias para los derechos e intereses del pueblo de Namibia. 





�	 En 21 de agosto de 1995, Nueva Zelanda se presentó ante la C.I.J. solicitando un Examen de la Situación de conformidad con el p. 63 de la sentencia de la Corte del 20-12-1974 sobre los Ensayos Nucleares y en igual fecha un Pedido de Medidas Provisionales conectado con la Ordenanza de la Corte del 22 de junio de 1973 dirigida a evitar futuros ensayos nucleares de Francia en los atolones de Mururoa y Fangataufa en el Pacífico Sur. El pedido se fundaba en el anuncio francés de que realizaría una serie de 8 ensayos a partir de septiembre de 1995, y que ello afectaría “las bases de la decisión de la CIJ de 1974” que resolviera declarar que el asunto carecía ahora de objeto dado el compromiso del Gobierno de Francia de que suspendería los ensayos. La Corte rechazó el pedido neozelandés(al que habían adherido Australia, Samoa, Islas Salomón, Islas Marshall y la Federación de Estados de Micronesia), con el sutil argumento de que los ensayos nucleares no se realizarían en la atmósfera-como en el caso ya juzgado de 1973/4- sino que serían subterráneos. 





�	 Al tiempo de iniciarse la acción, era la República Federativa de Yugoslavia, luego pasó a ser Serbia y Montenegro y terminó siendo la República Serbia, al desmembrarse como estado independiente la segunda. No obstante, la CIJ condenó únicamente a Serbia, como continuador de la personalidad de la RF  de Yugoslavia. 


�	 Artículo II Convención para la Prevención y Sanción del delito de Genocidio: en la presente Convención, se entiende por genocidio cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal: 


	a) Matanza de miembros del grupo; 


	b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo; 


	c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial; d) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo; 


	e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo. 











�	 Nikola Jorgic, fue condenado por tribunales alemanes, y planteó la violación de la garantía de la legalidad (“nulla crimen sine previa lege”) ante la CEDH. La Corte Europea consideró que “ al tiempo de la comisión de los delitos-1992-, el imputado pudo creer que cometía el crimen de genocidio”, porque imperaba la concepción más amplia de genocidio, por lo que rechazó el planteo de violación del “nulla crimen sine previa lege penale” e indirectamente confirmó la condena del tribunal alemán por genocidio. 


�	 Solamente debido al interés político de Serbia para ingresar en la Unión Europea (luego de la muerte de Milosevic en la prisión de La Haya), es que surgió el interés en la búsqueda y entrega de los criminales Karadjzic y Mladic al TPIY, en 2011. 


�	 Cfr. Jörn Griebel and Milan Plücken, New Developments Regarding the Rules of Attribution?. The International Court of Justice,s Decision in Bosnia v. Serbia, Leiden Journal of International Law, 21 (2008), pp. 601-622 “…one can say that the Court in several respects presented an overall conception of  attrribution which is not only in conflict with established principles of international law but also contrary to the needs of the international community” ( uno puede decir que la Corte en diversos aspectos presenta una concepción general de atribución que no solamente está en conflicto con establecidos principios de de derecho internacional sino que además es contraria a las necesidades de la comunidad internacional- traducción libre del autor de esta nota). 


�	 En “ Corfú” la CIJ dijo que Albania era responsable por el hundimiento de los dos destructores ingleses en aguas albanesas del estrecho de Corfú, porque ejercía el control de hecho del lugar y que ello permitía inferir la culpabilidad albanesa en el caso, por el principio “ res ipsa loquitir”, condenándola a resarcir los daños materiales.







